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El libro contiene 21 tablas. El título de cada tabla incluye un link a un fichero con sólo esa tabla, lo que puede facilitar que se vea en pantalla completa y sin rupturas. Desde el título de ese duplicado se vuelve asimismo al punto de lectura y se distingue en que lleva en el título el símbolo ⊗ .


El libro contiene 427 notas a pie de página. Las llamadas desde el texto a esas notas pueden aparecer cerca del final o principio de una línea. Si el aparato lector del e-book es de pantalla táctil, al tocar la llamada a la nota puede pasar a la página siguiente en lugar de mostrar la nota al pie. Hemos diseñado las llamadas de un tamaño de fuente bastante grande para minimizar ese problema. Si no obstante se encontrara con que ese problema persiste, debería aumentar el tamaño de la letra en su aparato lector.
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   Prefacio


   

Durante algunos años participé activamente en calidad de funcionario español en comités, conferencias y proyectos de la Unión Europea y de la OIT en el momento álgido del Tratado de Maastricht y la ampliación de UE a los países de Europa del Este. Por aquel entonces nos llamaba la atención el poder y desenvoltura de la burocracia de esas organizaciones y la práctica incapacidad de los niveles decisorios y políticos de las administraciones nacionales para seguir e incluso entender la dinámica de aquellas, y mucho menos el alcance de los acuerdos a los que se comprometían o de las órdenes que recibían. Pero nos parecía a todos que soportar aquella burocracia no era demasiada carga frente a los beneficios que nos reportaba, tanto nacionales como personales. A mí en particular, funcionario de carrera no diplomática, me proporcionaba a veces la ilusión de estar en el meollo de donde parecía que se decidían las cosas, participar en reuniones internacionales en salones fastuosos, hablar mientras me traducían a muchos idiomas, disfrutar de agasajos que nunca me habían hecho en mi país, etc. Pero he de decir también que nunca dejó de desagradarme profundamente la forma en la que los burócratas de esas organizaciones se salían siempre con la suya, ni me abandonó la creciente sensación de que toda aquella parafernalia de papeleo y reuniones no era otra cosa que un teatro bien ensayado en el que nosotros más que actores éramos el público.


Cuando analizaba y discutía con otros las posibles consecuencias del poco control que los Estados tienen de la dinámica política de la UE, nos tranquilizaba la solidez democrática de su núcleo duro -es decir, Francia y Alemania-, y el limitado papel que creíamos que ésta jugaba en la vida política de las naciones democráticas que la componían. El argumento de que una organización supranacional compuesta por solo Estados con firme democracia liberal no podía ser ni antidemocrática ni antiliberal me pareció durante mucho tiempo poco menos que indestructible, pese a que no me convencía del todo, y conforme pasaba el tiempo, menos aún. Pero no encontraba los argumentos para fundamentar mi suspicacia, aunque no cesaba de buscarlos.


No fue hasta la crisis migratoria de 2015 y la explosión de represión de la libertad de expresión que la acompañó, que las relaciones entre ambos fenómenos y la de éstos con la UE y la ideología del globalismo empezaron a mostrarse claras para mí.  Al tratar de explicar esas relaciones me di cuenta de que lo que me había impedido entenderlas antes era que usaba un marco conceptual liberal construido en defensa de la propiedad privada en el fragor de la dialéctica capitalismo frente a comunismo, siendo que esa dialéctica apenas intervenía ya en los problemas que contemplaba ni en la feroz guerra cultural que se libra hoy delante de nuestras narices. Ahora el derecho a la propiedad privada apenas se discute y por el contrario todos los jefes del globalismo disfrutan de ella en abundancia. Los polos de las luchas políticas hoy en Occidente tienen que ver más con los que eran comunes en el siglo XVIII: entre libertad y despotismo, entre democracia y aristocracia, entre ciencia y superstición, entre individuo y grey, entre privilegio legal e igualdad ante la ley, etc.  El marco conceptual que había venido usando no me dejaba salir del estado de incredulidad y sorpresa ante el hecho observable que de la actitud que se auto titula progresista hoy emana con frecuencia un tufo medieval, y que muchos papeles están hoy invertidos, lo cual no debería haberme sorprendido tanto, porque en realidad ese tipo de transfiguración sucede, ha sucedido y sucederá en el trascurso de la larga tragedia de la historia.


Para salir de la perplejidad y la incredulidad que la realidad nos pueda producir creo que no hay mejor camino que observarla con más detenimiento, y eso es lo que he tratado de hacer en este libro: estudiar la UE y el globalismo del que ésta es su buque insignia no en abstracto, sino en lo concreto, no en lo que pretenden ser, sino en lo que hacen y en las consecuencias de lo que hacen; relacionar lo que hacen con lo que dicen, y a partir de ello sacar algunas conclusiones sobre el significado real de lo que dicen. Mi deseo de ahondar en la realidad me ha llevado a cargar con datos y estadísticas que pueden hacer la lectura de algunas partes del libro, especialmente los dos capítulos dedicados a la inmigración, quizá algo pesada, pero confío en que más sabrosa. En todo caso, esa información ayuda al lector a sacar sus propias conclusiones.


Espero que mi esfuerzo no caiga en saco roto, al menos entre quienes, como yo, en la tensión entre libertad e igualdad tienden a inclinarse más por la primera por considerar que sin libertad sólo hay despotismo, y que la igualdad, como aspiración que va más allá de la igualdad ante la ley, suele ser excusa de demagogos. Este es un libro especialmente dedicado a quienes piensan que la democracia liberal es, después de todo, la mejor forma de organización política y económica, pero que creen que ésta sigue estando protegida bajo el manto de la Unión Europea. No lo está.




 


Madrid, septiembre de 2020


Fernando Nolla













  El despertar de la modorra


Tras el colapso del Imperio soviético entre 1989 y 1991, un sentimiento de euforia se apoderó de Occidente. La democracia liberal, que había luchado por su supervivencia gran parte del siglo XX contra las ideologías totalitarias del comunismo y el nacionalsocialismo, había finalmente triunfado, y con su triunfo terminaba la Guerra Fría entre la URSS y Occidente, guerra que había amenazado con convertir de nuevo el continente europeo en un escenario de destrucción, esta vez definitiva. Y como había sucedido tras las dos anteriores guerras mundiales, se renovaron las esperanzas de un futuro de paz y colaboración amistosa entre todos los pueblos de la Tierra. Seguramente quien mejor expresó los sentimientos políticos de aquel preciso momento fue Francis Fukuyama con un artículo publicado en la revista National Interest en el verano de 1989 titulado ¿El Fin de la Historia?, que tuvo un éxito inmenso e inmediato.


La tesis de ese artículo, así como del libro que la desarrolla, El final de la Historia y el último hombre, publicado tres años después, sigue las ideas de Hegel según las cuales la Historia, la Historia con mayúscula, entendida al modo progresista-milenarista, es decir, como un proceso evolutivo coherente en una dirección ascendente, termina cuando la humanidad alcanza una forma de sociedad que satisfaga sus más profundos y fundamentales deseos. Para Hegel, ese punto final de la Historia era el Estado liberal; para su epígono Carlos Marx, el comunismo. Ese final de la Historia no quiere decir que a partir de ese punto ya no hubiera acontecimientos, sino que “ya no habría más progreso en los principios e instituciones fundamentales, porque todas las cuestiones verdaderamente importantes habrían sido decididas”1. 


Según Fukuyama, la democracia liberal y la economía de mercado quedaban, tras el desplome del comunismo en la URSS, como única aspiración sociopolítica coherente, como demostraba la extensión del mercado por todo el globo, incluso en la dictadura comunista china. El triunfo universal de esas dos fuerzas conjugadas –democracia liberal y libertad de mercado– marcaban el fin de la Historia, no tanto por haber ganado una guerra decisiva contra la URSS, sino porque esas dos fuerzas están en sintonía con el mejor desarrollo de la ciencia y la tecnología, lo que permite una acumulación ilimitada de riqueza y con ello la satisfacción de unas necesidades humanas en constante expansión. Según Fukuyama, la lógica de las ciencias apunta claramente en una “dirección universal hacia el capitalismo”, y el propio proceso de extensión universal de la ciencia y la técnica “garantizan una creciente homogenización de todas las sociedades humanas, con independencia de sus orígenes históricos y sus herencias culturales”2.


Estas tesis optimistas tuvieron al menos dos efectos destacables. Por un lado, aportaban a la expansión global de los capitanes de las grandes empresas multinacionales y tecnológicas y de las burocracias supranacionales una nueva legitimación moral civilizadora y progresista, legitimación semejante a la que en su día impulsó a los conquistadores del siglo XVI o al imperialismo de las potencias europeas en el siglo XIX. Por otro lado, el “fin de la Historia”, al explicar un proceso de convergencia global de toda la humanidad en torno a valores e instituciones comunes, y al estar sustentado ese proceso en el imparable desarrollo de la ciencia y en el determinismo histórico, otorga a quienes se sitúan a la cabeza de la instrumentación política de ese proceso una enorme fe, una misión que cumplir y la satisfacción de ser instrumentos de una magna profecía. Fukuyama, por así decir, aportó al capitalismo transnacional una visión mesiánica y entusiasta que antes sólo era patrimonio de los revolucionarios igualitaristas inspirados en Marx. Esa visión es la que impera hoy de forma explícita y sin aparentes fisuras en los dirigentes de las grandes empresas tecnológicas, Apple, Google, Facebook, por poner algún ejemplo.


Esa extensión en Occidente de sentimientos de euforia, destino y misión en ámbitos empresariales y políticos hasta entonces fundamentalmente ajenos al utopismo ha tenido grandes y sorprendentes consecuencias. Tanto la filosofía política liberal como el libre comercio se desarrollaron históricamente en lucha contra utopías, omnicomprensivas filosofías e imperios universales, siendo seguramente su principio más característico que la libertad en buscar el propio interés no sólo no es mala, sino que ayuda a la sociedad humana más que el altruismo. La derecha política y el empresario en Occidente generalmente se han nutrido de ideas pragmáticas, de utilitarismo filosófico y conservadurismo moral cristiano, pero la irrupción de este último utopismo ha creado un amplio campo de coincidencia con la izquierda marxista, no sólo porque compartan ahora los mismos esquemas argumentales del determinismo histórico supuestamente científico, sino porque los anima un mismo concepto grandilocuente y casi religioso de la política.


Fukuyama es interesante porque ayuda a comprender el cambio de actitud fundamental que se ha producido en las elites económicas y políticas de Occidente que ahora abrazan la visión utópica del gobierno del mundo y la ciudadanía universal. Entre otras muchas consecuencias, ese cambio ha acostumbrado a los gobernantes de la Europa capitalista a escapar envueltos en capas de santidad de las exigencias de la realidad y eludir la reclamación de responsabilidad que les formulan los gobernados echando mano de la respuesta futurista, que es lo que hacían los regímenes totalitarios que hasta hace bien poco tiempo dominaban buena parte de Europa: convertir el futuro en una fuente de legitimación de lo que hacían en el presente3. El futuro les servía para movilizar la idiotez de las masas con palabras altisonantes, pero, sobre todo, para etiquetar a sus enemigos: quien no estuviera de acuerdo con un futuro radiante e inevitable, no podía ser más que un odioso enemigo. No es de extrañar que esa manera de etiquetar al disidente como enemigo, que hoy es la operativa política dominante en la Unión Europea (UE), llamara primero la atención a políticos y pensadores de los países exsocialistas del este europeo, y que fueran ellos los primeros en percibir el tufo soviético que se respira en las instituciones de la UE4, ya que tenían fresca en la memoria la verborrea historicista y el estilo con que los dirigentes comunistas adornan su despotismo e incompetencia. 


Pero la conclusión de Fukuyama de que con el total triunfo de la democracia liberal se acababa la Historia en el sentido hegeliano, en absoluto se cumplió, pues inmediatamente surgió –o resurgió–, y se está poniendo en práctica con gran éxito, una teoría política que constituye una completa alternativa a la democracia liberal y a las instituciones que la hicieron real y operativa en el mundo occidental. Esa teoría responde al nombre de globalismo. 


* * *


Al año siguiente del artículo de Fukuyama se creó el primer navegador de internet y en muy poco tiempo ya lo usaba todo el planeta. La explosiva aparición de Internet pareció ser la prueba de que la ciencia y la técnica efectivamente estaban creando por sí mismas una sociedad planetaria homogénea e interconectada, que no sólo justificaba, sino que exigía nuevas formas de actividad económica y social y nuevas élites que dirigieran el proceso sin las ataduras del pasado y con la mirada puesta en el futuro. 


Internet era planetaria por naturaleza, no conocía fronteras ni se ubicaba en lugares concretos; su inmensa comunidad de desarrolladores y usuarios tenía una actitud abierta y colaborativa y hablaba la misma lengua; se autoorganizaba fuera del control de los Gobiernos nacionales… Internet fue para muchos la prueba de que la comunidad mundial, la ciudadanía planetaria, no era un mito sino una realidad muy poderosa y en marcha. Surgió también un nuevo tipo de empresas, también planetarias por naturaleza, cuyo negocio era aprovechar internet; empresas dirigidas por jóvenes que en poquísimos años pasaban de la nada a poseer inmensas fortunas y una influencia política y social como ningún otro empresario antes en la historia. ¡Y lo más curioso es que ofrecían muchos de sus valiosísimos servicios gratis total! Una mezcla de fiebre del oro y de vivir en Jauja o en Hollywood se apoderó de Occidente. Todo parecía posible, sólo había que pensar a lo grande, usar las nuevas tecnologías y aprovechar las ventajas de la globalización.


Del redescubrimiento del determinismo histórico de Hegel se pasó rápidamente a un estado superior de euforia visionaria de paz perpetua con citas a un opúsculo de Kant5, y a hablar de la nación global, la gobernanza global y otras muchas conjugaciones del término global. Quienes llevaban décadas defendiendo que para alcanzar la paz perpetua sólo había que desterrar el egoísmo nacional y adoptar la bandera de toda la humanidad, y quienes llevaban décadas planeando y dirigiendo organismos supranacionales, pero que habían camuflado sus objetivos como aséptica gestión técnica de asuntos cotidianos a corto plazo y usado lenguajes melifluos de amplios consensos, vieron la ocasión de desplegar sus estandartes a cielo abierto y plantear la batalla en campo que ahora consideraban, con razón, extraordinariamente propicio.


El colapso de la URSS fue aprovechado sobre todo por los europeístas, ya que eran los que estaban mejor preparados para ello. En muy poco tiempo, lo que hasta entonces había sido en lo esencial una unión aduanera, un mercado común de bienes, personas y servicios, y un espacio de colaboración interestatal, pasó a convertirse en un poder político con muchas de las facultades propias de un Estado soberano y los atributos típicos de un empeño imperial en plena expansión territorial; del lenguaje difuso se pasó a proclamar cada vez más abiertamente que se absorbería todo el poder residual de los Estados nacionales que se considerara necesario para dar vida a los Estados Unidos de Europa. Sin dar tiempo a la reflexión y la prueba del tiempo y con técnicas de matón y trilero, se modificaron una y otra vez los tratados constitutivos de la Unión Europea: Tratado de Maastricht en 1992, Tratado de Ámsterdam en 1997, Tratado de Niza en 2001, Tratado de Lisboa en 2007. 


La guerra de Yugoslavia y la incorporación a la Unión Europea de los Estados de la órbita soviética dieron un aire de derrota militar a la implosión de la URSS y a los dirigentes europeos una pátina de conquistadores. Todo parecía un bonito desfile militar de los ejércitos de liberación aclamados por los pueblos liberados. Paz y prosperidad. Los demonios de un siglo de guerra y enfrentamiento por fin habían sido erradicados. Europa y la libertad han vencido y sus pueblos se han unido. La Unión Europea no es perfecta, pero funciona muy bien. Todo está en orden y no hay peligros a la vista. ¡Tomémonos un merecido descanso, disfrutemos de la fiesta y luego durmamos lo que nos apetezca!


* * *


La crisis migratoria de 2015 fue para muchos como un cubo de agua fría que les sacara de la modorra. Antes habían oído alguna vez ruidos, ajetreo y gritos, pero después de echar una ojeada alrededor, volvían a entornar los ojos como si todos los días fueran domingo y nada de lo que les había incomodado estuviera fuera de lo previsible y familiar. Pero las imágenes de mareas de hombres jóvenes de otros continentes arroyando por tierra y mar las fronteras de Hungría, Estonia, Italia o Grecia no tenían nada de familiar, sino que era algo nunca visto en Europa. La información que acompañaba a las imágenes indicaban sin ningún género de duda que no se trataba de civiles huyendo de la guerra y refugiándose en un país fronterizo para ser atendidos por organismos y ayudas internacionales en campos provisionales de refugiados, para luego volver a su tierra cuando las hostilidades hubieran acabado –que es como hasta la fecha se habían organizado los desplazamientos de población civil debidos a conflictos armados–, sino de masas de personas que habían atravesado varios países y viajados miles de kilómetros, desde Siria, Irak, Somalia, Bangladesh, Afganistán, Paquistán Eritrea, Nigeria, ... para asentarse en el país europeo de su preferencia, donde tuvieran más contactos y donde recibieran más ayudas. Entraban por Grecia y Bulgaria, los países fronterizos con Turquía, miembros de la UE, países seguros, pero nadie se quedaba en esos países. Entre 2014 y 2017, los países de la UE registraron más de 2,5 millones de cruces ilegales de frontera y la inmensa mayoría de ellos pudieron a partir de entonces moverse libremente por los países de la UE6.


En 2015, más de un millón de personas, en su gran mayoría hombres jóvenes y musulmanes, entraron en calidad de refugiados o asilados en un movimiento de masas vehiculado, según cifras oficiales, en más de un 80% desde Turquía7. Y eso ocurría en medio de atentados islamistas que tenían aterrorizados a los europeos. Turquía dirigió ese movimiento de emigrantes hacia Europa hasta que la UE y Turquía llegaron a un acuerdo en marzo de 2016, lo que permitió que los emigrantes, que llegaron a ser más de 10.000 en un solo día de octubre de 2015, pasaran a 74 al día desde marzo de 20168. Dicho acuerdo consistió, entre otras cosas, en la entrega a Turquía de seis mil millones de euros y facilidades de entrada de ciudadanos turcos en los países de la UE9. Turquía llevaba tiempo amenazando a la UE con enviar, en palabras Erdogan, cientos de miles de refugiados: “En cualquier momento podemos poner los refugiados en autobuses y abrir las puertas de Grecia y Bulgaria”10. Es lo que finalmente hicieron en 2015 y siguieron amenazando con hacerlo después del acuerdo si la UE no aceptaba nuevas exigencias11. Por cierto, que ese tipo de amenazas no eran nuevas. Gadafi declaraba en vísperas de la invasión de Libia por la OTAN: “Entended esto, gentes de la OTAN, estáis bombardeando una muralla que se alza en medio de la ruta migratoria de África hacia Europa y de los terroristas de Al-Qaeda. Esa muralla era Libia y la estáis destruyendo”12. Exactamente las mismas amenazas y el mismo patrón táctico de Turquía se ha repetido de nuevo en 2020, incitando y organizando a decenas de miles de personas a tomar al asalto la frontera con Grecia.


Si las imágenes eran impactantes, resultaba más alarmante la unanimidad del comentario editorial y del discurso político que las acompañaba, y que se resumía en: Gracias por venir, sed bienvenidos. Como la maravilla con que se pinta la inmigración masiva no siempre cuadra con la experiencia real de las gentes del común que viven en contacto con ella, no hubo forma de escapar ya a la inocultable verdad de que expresar quejas contra la inmigración implicaba riesgos personales que iban más allá de ser insultado, tales como investigación policial, proceso judicial y condena penal, riesgos también manifiestos si se formulaban opiniones en otros asuntos. No podemos ya pretender, por muy somnolientos que todavía nos encontremos, que todo sigue igual


Lo peor del despertar del sueño fue comprobar que las acciones del poder ante la crisis migratoria de 2015 no eran producto del desconcierto de políticos sobrepasados por los acontecimientos, sino el resultado de estrategias coherentes largamente anticipadas y del lógico uso de armas represivas puestas a punto con antelación. Se impuso el uso de los instrumentos previamente construidos para reprimir e impedir en lo posible la disidencia con las normas político-morales más características de la UE, las que giran en torno a inmigración, multiculturalismo, minorías, igualitarismo y más Europa. Lo novedoso no era que se usaran esos instrumentos, pues venían usándose desde hacía años con poco escándalo, sino que por primera vez una concreta política de la UE, la inmigración, encontró una amplia y activa oposición, y la represión subsiguiente de esa oposición afectó a demasiada gente como para que no se notara.


¿Cómo era posible que la pretensión de proteger las fronteras territoriales de tu propio país para detener o al menos mitigar avalanchas migratorias avasalladoras, pretensión que hasta hacía bien poco tiempo era lo más normal del mundo y una obligación inexcusable de todo Gobierno de país soberano, se convirtiera de pronto en algo no sólo criticable, sino el objeto de apabullante anatema? ¿Tanto y tan radicalmente había cambiado el mundo sin que nos hubiéramos dado cuenta? 


Al despertar de la larga modorra triunfalista, nos encontramos, pues, con que quizá ya no vivimos en el sistema político que muchos creían garantizado de una vez por todas. Un estudio más detallado de la situación deja muchas menos dudas al respecto. Empecemos por tratar de entender lo que es la Unión Europea.











   El Imperio UE




Lo que Napoleón había querido para la prosperidad, los intereses y el bienestar de Europa eran los mismos principios, idénticos en todas partes, un código legal europeo, un solo tribunal de apelación europeo que corrigiera todos los errores de nuestros tribunales departamentales, una misma moneda, las mismas unidades de peso, las mismas leyes, etc.


Conde de Las Cases, Memorial de Santa Helena





 

Todo lo que se refiere a la Unión Europea, a sus normas y procedimientos, a sus intenciones, etc., forma un sistema laberíntico de endiablada complejidad cuyas regulaciones se encuentran a su vez ocultas bajo, o dentro o entre toneladas de papel. En verdad hay pocas personas fuera del círculo superior de burócratas de la Comisión Europea que comprendan de forma cabal cómo funciona realmente la UE, cómo ha evolucionado y qué papel juega en la vida diaria de los ciudadanos. Además, sus normas fundamentales cambian cada poco tiempo y el propio texto de las normas tiene a menudo un significado deliberadamente ambiguo o incluso enigmático. 


Generalmente, las normas políticas fundamentales o fundacionales tienen un propósito de escueta definición de la identidad de la comunidad política de que se trate y una voluntad de claridad y sólida permanencia de las reglas del juego básicas que instituye. Pero la UE no se atiene en absoluto a esos criterios. Sus normas fundacionales tienen el marchamo de la transitoriedad, y la claridad es sustituida por capas de significado que unen o separan según convenga lo que se dice y lo que se pretende decir; lo que es y lo que debería ser; lo acordado expresamente y lo sobreentendido. Esta confusión e indefinición crea un escudo protector tras el cual los impulsores del Proceso de Construcción Europea se encuentran cómodos pues, entre otras cosas, les permite no tener que dar una respuesta clara a preguntas incómodas y escurrir el bulto ante cualquier intento de definición. 


¿Qué es la UE? La respuesta según las circunstancias puede ser que la UE es un proceso, un proyecto de construcción de una Europa ideal. Es decir, algo aún no definido ni acabado. Por lo tanto, algo difícilmente criticable. ¡Cómo va a criticar quien habite una casa en construcción el que ésta no sea todavía suficientemente cómoda y acogedora! Así, por ejemplo, si se critica el carácter no democrático de las instituciones decisorias, se responde que no se trata de un problema intrínseco, sino de un déficit transitorio que se saldará en un futuro si seguimos pedaleando sin descanso en la construcción del proyecto, si insistimos en más Europa. De esa forma, la UE ha conseguido durante décadas esconderse de la crítica pública tras ese escudo visionario y componer una figura cada vez más retórica y amanerada de héroe moral señalando a los pueblos de Europa el camino hacia un brillante futuro. Ese futuro resplandeciente se sobreentiende que es la completa integración y unidad de las instituciones políticas y de los pueblos europeos en un superestado federal, pero nadie lo formula oficialmente así, aunque todos lo creen y lo sobrentienden. Con lo cual, la UE adquirió otro segundo escudo protector, ahora contra la crítica de su visión, porque según convenga, se puede argüir que el tal Estado federal no es un proyecto oficial de la UE. Hace algunos años, a casi todos les parecía que esa sinuosidad e indefinición era el colmo de la genialidad, el epítome de la gran política. Hoy el truco está ya muy manido.


Lo que no cabe duda es que la Unión Europea (UE) es un conglomerado institucional y político que no cesa de crecer en tamaño y poder. Aunque en el impulso al proyecto de una Europa unida han participado y participan distintas fuerzas, ideas políticas y visiones no idénticas de cuál sea el estadio final de esa unión, todas han tenido en común la voluntad de transferir poco a poco al centro de poder de la UE parcelas siempre crecientes de la soberanía de los Estados nación que la conforman. Esa constante transferencia de soberanía ha acabado por romper el esquema político de funcionamiento de esos países porque la soberanía nacional es, precisamente, la piedra angular del edificio constitucional de la democracia liberal. 


Por otra parte, esa transferencia de soberanía no ha sido ni casual ni imprevista, sino impulsada por las dos ideas motrices de la construcción europea desde antes incluso al Plan Schuman de 1950. La primera es que las naciones o los Estados nación por su propia naturaleza se encuentran atrapados en el egoísmo de sus intereses particulares, lo que los lleva inevitablemente a la confrontación y a la guerra. La segunda es que las instituciones de cooperación internacional, en las que los Estados nación se relacionan de igual a igual y en condiciones de voluntariedad constantemente renovada, sirven para poca cosa y deben ser sustituidas por instituciones supranacionales, a las que los Estados nación entregan parte de su soberanía, dotándolas así de vida y poder independientes, lo que les permite actuar sin contar necesariamente con el beneplácito de los Estados que las formaron, e incluso en contra de sus manifiestos y declarados intereses. Pero las dos ideas motrices en las que se basa todo el proyecto europeo son falsas.


La RAE define soberanía como “poder político supremo que corresponde a un Estado independiente”. El único marco institucional que ha hecho posible que la titularidad de la soberanía resida en la ciudadanía, y por tanto haga posible la democracia política, es el del Estado nación, porque para que esa soberanía sea real y no sólo una palabra vacía, debe haber un pueblo capaz políticamente de ejercerla y defenderla, y un determinado territorio donde esa soberanía se ejerza. Como decía el filósofo Gustavo Bueno, “la idea de democracia política sin Estado no tiene ningún sentido, es una pura forma vacía”. La soberanía nacional, en cuanto constituye el arco de bóveda de la comunidad civil y la condición de la democracia política, es un derecho territorial circunscrito a unas fronteras y también el ámbito en el que la ciudadanía de ese territorio puede formular y defender su propio interés respecto a otros Estados soberanos. La existencia de Estados nacionales soberanos implica el reconocimiento recíproco de independencia y soberanía de los otros Estados que pueden, por su parte, tener intereses nacionales distintos, lo cual no es algo negativo. La aceptación del hecho inevitable y positivo de que los individuos en la sociedad tienen intereses distintos y que la búsqueda y realización de sus propios intereses es en realidad un motor del avance económico, de la paz social y del bienestar colectivo es igualmente aplicable a la sociedad internacional. Como veremos más adelante con más detalle, afirmar que la prosecución del interés nacional por los Estados lleva necesariamente a la guerra es una falacia, como lo es afirmar que el derecho de un individuo a su propiedad implica su inevitable propensión a robar la del vecino.


Esas ideas que atribuyen a la soberanía e interés nacionales la causa primordial de las guerras siguen constituyendo el núcleo impulsor de la construcción europea, pero desde el desmoronamiento del imperio soviético se han entremezclado con un nuevo concepto político, la “gobernanza global”, que está en la boca de las elites mundiales que se reúnen en Davos, Ginebra, La Haya, o donde se reúna el G20, y, por supuesto, en el lenguaje y actividad de la ONU. Las ideas detrás de ese término son también simples: los asuntos globales de hoy son demasiado complejos para un sistema “obsoleto” basado en los Estados nación; “los problemas globales requieren soluciones globales”; la soberanía debe ser redefinida como algo que se aporta y comparte en un conglomerado más amplio y supranacional. Esas simples ideas sin mayor elaboración constituyen la esencia de lo que llamamos indistintamente supranacionalismo o globalismo. John Ruggie, antiguo vicesecretario general de la ONU, lo expresa con suficiente claridad:




Para explicarlo de forma simple, las instituciones de posguerra, incluida la ONU, se construyeron para un mundo inter-nacional, pero hemos entrado en un mundo global. Las instituciones internacionales se diseñaron para reducir las fricciones externas entre Estados; nuestro actual reto es idear formas más inclusivas de gobernanza global13.





Por “inclusivas”, John Ruggie quiere decir aquí no sólo las relaciones externas entre los Estados, sino las relaciones internas dentro de los Estados, es decir, las relaciones de los ciudadanos con el poder político.


La adopción por parte del proyecto europeo de las ideas y modas del globalismo ha aportado a la UE nuevos argumentos para debilitar o absorber la soberanía de los Estados y le ha garantizado el apoyo entusiasta de la ONU y la galaxia global, mientras que ésta ha podido presentar a la UE como una prueba práctica de la funcionalidad de sistemas de gobernanza global que predican y recibir en contrapartida el incondicional apoyo de la UE a cualquier iniciativa global: foros, convenciones, conferencias, pactos, convenios, nuevos organismos, etc. Uno de los resultados de esa sinergia es la construcción de un creciente mundo de derechos y principios morales, sociales y económicos que son los mimbres de una nueva ideología política que da al globalismo una fuerza política extraordinaria, hasta el punto de constituir hoy la principal competidora por el poder y la autoridad frente al Estado nación democrático y liberal; competición semejante en su amplitud e intensidad a la que enfrentó capitalismo y socialismo en el siglo XX.


Si bien esta competición hasta hace bien poco se desarrollaba cortés y solapadamente, ha acabado estallando de forma visible y caliente en una batalla planteada por el globalismo mediante su irreductible impulso a los movimientos migratorios. La avalancha migratoria sin duda favorece las pretensiones de legitimación del globalismo, y en particular de la UE, al crear grandes grupos de ciudadanía sin lealtad nacional-territorial, pero esa ventaja política se está obteniendo, como veremos más adelante, mediante la operación de ingeniería social más espectacular e irresponsable de la historia.


El resultado actual del largo proceso de transferencia de soberanía es que, por un lado, los Estados miembros de la UE, aunque por el momento conservan en última instancia el recurso de abandonarla, mientras se mantienen en ella no son soberanos: las leyes nacionales son creadas, cambiadas o invalidadas por un poder superior, y las sentencias de sus más altos tribunales son invalidadas por tribunales de la UE y del Consejo de Europa; y por otro, ese poder superior, el centro político de la UE, es inapelable, ya que sus normas no pueden ser cambiadas por otros poderes y las sentencias de su Tribunal de Justicia no pueden ser echadas abajo por ningún otro tribunal. Además, ese poder superior e inapelable que es la UE tiene la particularidad de que, a diferencia de lo que ocurre en los Estados soberanos, democráticos y bajo el imperio de la ley, no responde ni puede responder ante la población sobre la que ejerce tan inmenso poder de ninguna de las formas admisibles como democráticas. Institucionalmente, el poder ejecutivo y legislativo de la Comisión –un órgano burocrático no elegido por la población y ni siquiera por el Parlamento Europeo, ya que éste sólo ratifica su designación–, es casi absoluto y el del Parlamento Europeo (PE) testimonial y protocolario. 


Esa falta de democracia en el diseño institucional de la UE es irresoluble por dos razones. La primera, porque, como se ha indicado anteriormente, la democracia política sólo es posible en el marco del Estado, y la segunda, porque el presunto pueblo soberano europeo no existe como ente político al que atribuir en última instancia la soberanía en la UE. Y eso es así por obvias razones históricas que hacen que los habitantes de Letonia desde ningún punto de vista pertenezcan al mismo pueblo que los de Portugal, a no ser que el término pueblo no queramos que signifique nada en particular. Pero también por el hecho fundamental de que los individuos de los diferentes pueblos de Europa que supuestamente podrían constituir la ensalada del pueblo europeo no se comunican ni se pueden comunicar políticamente entre sí, ya que hablan veinticuatro idiomas y no hay un idioma común. El único ámbito donde sí puede existir comunicación fluida y establecerse lazos profundos es en el de las élites políglotas financieras o burocráticas, que, como las aristocracias del pasado, establecen redes de cooperación y lealtad sin referirse necesariamente a un territorio en particular. No hay ni puede haber debate político a escala europea en el que pueda participar e interactuar toda la población europea, sólo debates atomizados por países14. En realidad, la idea de un pueblo europeo no puede concretarse en una fuerza políticamente operante, capaz de controlar y hacer que respondan sus gobernantes europeos. Y esa es la razón por la que el proyecto resulta tan atractivo para las élites.


Es importante insistir, y eso haremos más adelante, en que la UE es un conglomerado de poder, inapelable y políticamente no democrático por encima de los Estados que engloba. Aunque los Gobiernos y Parlamentos de los Estados sobre los que gobierna sean elegidos por reglas democráticas, no por ello transfieren ese carácter a la capa de poder superior, como tampoco las formas de elección democrática del rey entre los jefes de clan en los antiguos pueblos germánicos confería a los súbditos del rey la más mínima ilusión de vivir en un sociedad regida por la democracia política, ni los ayuntamientos elegidos democráticamente en la Edad Media y en el Antiguo Régimen aseguraba a los habitantes de aquellas ciudades la condición de soberanos del Estado al que pertenecían. Como tampoco eran las cortes medievales expresión y sede de la soberanía nacional.


 Un antiguo sueño imperial


La UE ha tratado por todos los medios de eludir la definición de su carácter arguyendo que se trata de un proceso inédito y en marcha, no de un estadio acabado de organización política, pero no tiene mucho sentido seguir cerrando los ojos al hecho de que la autoridad superior que ostenta sobre muy diferentes pueblos y naciones, la imprecisión y oscuridad de su obrar y su constante aspiración a aumentar su extensión con nuevos territorios y nuevos poderes son características de los entes políticos que a lo largo de la historia se han descrito como imperios. De igual forma, es hora ya de reconocer que los Estados bajo su dominio se parecen mucho a lo que siempre se ha entendido como territorios vasallos. Aunque, como ya se ha indicado, los Estados miembros mantienen por el momento la llave de su independencia al poderse retirar de la UE, la posibilidad de hacer efectivo ese derecho es cada día que pasa más problemática y la tendencia del proceso lleva a que en no mucho tiempo incluso esa posibilidad legal y pacífica de autodeterminación desaparezca.


La idea de que sólo un poder superior no atrapado en los egoísmos de las naciones puede asegurar la paz entre éstas y hacer que Europa muestre todo su poder a escala planetaria es mucho más antigua que la creación del Estado nación, y constituye la justificación habitual de la idea imperial. Esa idea imperial olvida ritualmente que los imperios se embarcan en guerras tanto o más que los Estados más pequeños.


El deseo de resucitar o crear imperios en Europa es persistente. El Sacro Imperio Romano (denominado generalmente en España como Sacro Imperio Romano Germánico) fue establecido por Carlomagno y el Papa de Roma en el año 800 como legítimo continuador del Imperio Romano de Occidente; dominó la Europa medieval; incluyó todo o parte de las actuales Alemania, Bélgica, Francia, Italia, Luxemburgo, Holanda, Polonia, República Checa, Eslovaquia, Dinamarca, Austria, y Suiza; y pervivió hasta que Napoleón Bonaparte lo destruyó en 1806. Napoleón pretendió conquistarlo, revigorizarlo y extenderlo bajo su cetro hasta los más alejados confines del continente. Su objetivo no era nacionalista o particularista, sino la reconstrucción del antiguo imperio, pero basado en los ideales universalistas de la ilustración, y para conseguirlo hundió el continente en guerras devastadoras con millones de muertos. Su biógrafo y compañero de destierro en Santa Helena, conde de Las Cases, autor del Memorial de Santa Helena, destacaba que lo que Napoleón “había querido para la prosperidad, los intereses y el bienestar de Europa era los mismos principios, idénticos en todas partes, un código legal europeo, un solo tribunal de apelación europeo que corrigiera todos los errores de nuestros tribunales departamentales, una misma moneda, las mismas unidades de peso, las mismas leyes, etc”15.


El último intento de crear un imperio en todo el continente fue el de Hitler, cuyo régimen era habitualmente denominado Tercer Reich (Tercer Imperio) por la propaganda nazi, siendo el primero el Sacro Imperio y el segundo el Imperio Alemán existente desde 1870 hasta final de la Primera Guerra Mundial. Dos temas persistentes entre las diferentes ideas políticas que confluyeron en el Eje en la Segunda Guerra Mundial fueron proclamar el fin del Estado nación y su absorción por una entidad europea superior, y la necesidad imperiosa de una “Nueva Europa” que recuperara su antiguo esplendor y compitiera de igual a igual con los nuevos poderes emergentes del mundo. Así, Joseph Goebels, ministro para la Ilustración Pública y Propaganda del Tercer Reich desde 1933 a 1945 manifestó en un discurso16:




Los pueblos de Europa se están dando cuenta de forma cada vez más clara que muchos de los asuntos entre nosotros son meras discusiones familiares comparados con los grandes problemas que hoy requieren ser resueltos entre continentes. (…) Estoy convencido de que en cincuenta años la gente ya no pensará en términos de país.





En 1941, el ministro de finanzas de Mussolini, Alberto de Estefani, escribía:




Las naciones no forman una base sólida para el nuevo orden que planeamos… solo puede haber una esperanza de paz por medio de un proceso en el que, por un lado, se respete el inalienable y fundamental patrimonio de toda nación pero que, por otro lado, las modere y las subordine a una política continental… Una Unión Europea no debería estar sometida a las variaciones de la política interna que son características de los Estados liberales17.





Este mismo deseo de un superestado unificador europeo se da también en todos los movimientos federalistas europeos que florecen tras la Primera Guerra Mundial y hoy sus mentores son reconocidos como los patriarcas de la UE. Es el caso del creador del primer movimiento político paneuropeo realmente influyente, el conde Richard Coudenhove-Kalergi, fundador de la Unión Paneuropea con su manifiesto Pan Europa (1923)18, primer condecorado con el Premio Carlomagno en 1950, Gran Cruz del Mérito con Estrella de la Orden del Mérito de la República Federal de Alemania, Oficial de la Legión de Honor francesa, Gran Condecoración de Honor en plata con estrella por Servicios a la República de Austria. A la Unión Paneuropea se adhirieron muchos personajes famosos, como Albert Einstein, ​Thomas Mann, Franz Werfel, Salvador de Madariaga, Charles de Gaulle, Aristide Briand, Konrad Adenauer, Franz Josef Strauß, Bruno Kreisky, Benedetto Croce, Sigmund Freud, Leon Blum o Georges Pompidou. Una idea básica de Kalergi, expuesta con extensión en su libro Idealismo práctico, es que la democracia es un sistema de transición entre el gobierno de la aristocracia de la sangre que desaparece tras la Primera Guerra Mundial y el gobierno de una nueva aristocracia de la inteligencia19, idea muy extendida en Europa central tras la Primera Guerra Mundial y argumentada con detalle por Max Weber, el intelectual más influyente de la época. Kalergi presidió la Unión Paneuropea hasta su muerte, sustituyéndole Su Alteza Imperial y Real Otón de Habsburgo-Lorena, titular de la dinastía Habsburgo, diputado del Parlamento Europeo desde 1979 hasta 1999 y que ostentó las nacionalidades austriaca, húngara, alemana y croata.


En muchos aspectos, el actual proyecto europeo más bien parece la expresión de una profunda añoranza del Sacro Imperio, lo que explicaría en parte el esencial apoyo que desde un primer momento obtuvo de los partidos denominados cristianodemócratas que dominaron la política de la Europa continental tras la Segunda Guerra Mundial, y el persistente entusiasmo del Vaticano con el proyecto, pese a que éste, como quedó claro en la redacción de la Constitución Europea, ha soltado ya cualquier amarra con la raíz cristiana de Europa. Esa añoranza se muestra sobre todo en la persistente tendencia a sacralizar su política.


Para entender el Sacro Imperio y su duración durante más de mil años, hay que tener en cuenta que éste no pretendía unificar lingüística y políticamente los numerosos pueblos o naciones sobre los que imperaba, y que para mantener la relación imperial le bastaba una lingua franca entre las élites –el latín–, una moralidad común amalgamada en el cristianismo y una función específica insustituible de defensa militar frente al islam. El Sacro Imperio se mantuvo como estructura y referente moral apenas gobernando –en el sentido moderno del término– sobre un revoltijo de relaciones de poder y lealtades características del vasallaje feudal, uno de cuyos más antiguos principios rezaba: vassallus vassalli mei non est meus vassallus (el vasallo de un vasallo mío no es mi vasallo), lo que limitaba enormemente la intervención de los reyes, y más aún del emperador, sobre los asuntos prácticos de los reinos. Este principio feudal debe ponerse en relación con la concepción medieval del gobernante como personalización de una autoridad universal de carácter eminentemente moral (iglesia o emperador) e inherente a la idea de res publica christiana, o cristiandad medieval. 


El principio que regía las relaciones jurídicas era el estatus personal, no el territorio. El territorio feudal era fluido porque el título de dominio sobre él era personal, transferible y divisible por matrimonios o herencias. Las fronteras por tanto cambiaban constantemente y la conexión entre gobernados y gobernantes era débil. La unidad de ese conglomerado de lealtades y capas de poder en donde la población era poco menos que un bien inmueble sin ningún derecho político, la proveía la Iglesia Católica, la iglesia universal. Este tipo de intrincadas relaciones institucionales y normas difusas de gobierno; donde el estatuto legal de los individuos es variopinto; donde la población no participa en el juego político; donde la capa superior de poder era ante todo legitimadora de las capas inferiores que gobernaban los territorios; donde esa legitimación se confiere gracias a la cosmovisión ético-religiosa que encarna el poder superior, etc., guarda una sorprendente similitud con las dinámicas que promueve la gobernanza global. Para ver esa similitud basta con sustituir la palabra religión de la fórmula del Sacro Imperio por la de derechos humanos en la fórmula de la gobernanza global. 


Pero la UE, aunque también mantiene el principio feudal del vasallaje, siendo ante todo señora de los Gobiernos vasallos y dejando a éstos la relación directa con los ciudadanos, se diferencia en que las limitaciones del poder imperial características de las relaciones feudales son sustituidas por el intrusismo meticuloso del poder propio del estatismo burocrático moderno. En ese sentido, la UE es un imperio burocrático, en el que la aristocracia que lo articula no es nobiliaria o de sangre, sino una aristocracia o élite burocrática cosmopolita que alega como título de legitimidad para gobernar que al no estar sujeta a “egoístas intereses nacionales”, es la única que, por su propia naturaleza, puede interpretar, representar y ejecutar la racionalidad de una gestión en interés más amplio, como es Europa o la humanidad.


Esta referencia al Sacro Imperio viene a cuento para resaltar que muchos de los nuevos fenómenos políticos y culturales de la Europa actual tienen un conocido sabor arcaico, y lo que se vende como gran novedad evolucionaria no parece otra cosa que el gobierno de una aristocracia burocrática cosmopolita que se proclama imbuida de una nueva moralidad universal, pero, por cierto, no una moralidad previamente existente, como era el caso de la Europa cristiana, sino una moralidad que la misma elite política define… sobre la marcha. El Sacro Imperio se mantuvo mil años porque era un sistema de poder sobre las élites locales, no sobre los súbditos de los señores locales, y es así como esencialmente funciona la UE.


No hay una definición universalmente aceptada de imperio, aunque es característico de ellos que se nieguen a definir de forma precisa sus límites, tanto territoriales como sus pretensiones de poder20. Históricamente, los imperios se han formado a partir de la conquista de una nación sobre otras, pero su duración depende de la habilidad del centro para crear un sistema donde las naciones periféricas se conectan con él, pero no entre sí. El funcionamiento del sistema imperial depende en gran medida del diligente ir y venir de las élites locales, que actúan como radios de una rueda y que pueden trasmitir algunos de los beneficios que provee el poder imperial y sacar provecho personal de su relación directa con él. Este sistema de relación centro-periferia permite que grupos relativamente pequeños hayan gobernado enormes territorios. En ese sistema, el imperio actúa también como legitimador del gobierno periférico y eso facilita enormemente la fidelidad de un amplio entramado de aristocracias locales cuya máximo aspiración es pertenecer o relacionarse con la corte imperial.




La aspiración federalista era expresada abiertamente en los primeros pasos de la UE. Así, el discurso del ministro de Asuntos Exteriores francés Robert Shumann de 1950, que tras ser apoyado por seis Gobiernos –Francia, Alemania Federal, Italia, Bélgica, Holanda y Luxemburgo–, puso en marcha la Comunidad Europea del Carbón y del Acero (CECA):




La puesta en común de las producciones de carbón y de acero garantizará inmediatamente la creación de bases comunes de desarrollo económico, prima etapa de la federación europea. […]Esta propuesta sentará las primeras bases concretas de una federación europea indispensable para la preservación de la paz.





El día de esta declaración, 9 de mayo se conmemora, por decisión del Consejo Europeo en 1985, como Día de Europa.


Tras la primera reunión de representantes gubernamentales para redactar el futuro tratado de la CECA bajo la presidencia de Jean Monnet, éste señala en sus memorias que: 




En el texto que se dio a la prensa [tras la reunión] tuve la precaución de añadir la siguiente estipulación:




La retirada de un Estado que se haya comprometido con la Comunidad sólo será posible si todos los demás están de acuerdo con dicha retirada y en las condiciones en que dicha retirada se haga efectiva. Esta regla resume en sí misma la fundamental transformación que la propuesta francesa [Schuman] pretende alcanzar. Además del carbón y del acero, se establecen las bases de una federación europea. En una federación ningún Estado se puede separar por su propia y unilateral decisión. De la misma forma, no puede haber una Comunidad a no ser que las naciones que se comprometen con ella lo hagan sin límite de tiempo y sin vuelta atrás”21.








El elemento más importante de la CECA, lo que le confería un novedoso carácter supranacional, no internacional, es que su órgano directivo, la Alta Autoridad –que ostentaba una enorme capacidad normativa, ejecutiva y sancionadora–, era independiente y no respondía ante los Gobiernos que la designaban, característica clave de la actual Comisión que se ha mantenido en todos los sucesivos tratados de la UE:




Los miembros de la Alta Autoridad ejercerán sus funciones con absoluta independencia y en interés general de la Comunidad. En el cumplimiento de sus funciones, no solicitarán ni aceptarán instrucciones de ningún Gobierno ni de ningún organismo. Se abstendrán de realizar cualquier acto incompatible con el carácter supranacional de sus funciones. Cada Estado miembro se compromete a respetar este carácter supranacional y a no intentar influir en los miembros de la Alta Autoridad en el desempeño de sus funciones22.





Tras el éxito en la creación de la CECA, el federalismo europeo apretó el acelerador y los Gobiernos que se integraron en la CECA firmaron el 27 de mayo de 1952 el Tratado de la Comunidad Europea de Defensa (CED)23, también redactado por Monet, por el que se creaba un ejército europeo. Inmediatamente después, los ministros de Asuntos Exteriores de los seis acordaron la creación de la Comunidad Política Europea, que no era sino una constitución europea. Pero ese acelerón fue parado en seco en el proceso de ratificación por la Asamblea Nacional francesa con los diputados gaullistas puestos en pie cantando la Marsellesa. A partir de entonces, los impulsores de la creación del superestado europeo se atuvieron a un lenguaje más cauto, más económico y técnico y no explícitamente federalista. 


El objetivo federalista se mantuvo implícito y sobreentendido en el anodino metalenguaje de sus sucesivos tratados mediante la inclusión de una advocación de significado equívoco: “El presente Tratado constituye una nueva etapa en el proceso creador de una unión cada vez más estrecha entre los pueblos de Europa”. Es a partir de la disolución del imperio soviético a finales de los años 80 que el proyecto federalista adquiere nuevo impulso político y vuelve a formularse explícitamente. No faltan ejemplos de ello. El canciller alemán, Helmut Kohl, artífice de la reunificación alemana, poco después de la aprobación del Tratado de la Unión Europea (Tratado de Maastricht) en 1992, declara:




 

El Tratado de la Unión Europea marca un nuevo y decisivo paso en el proceso de la integración europea que en pocos años llevará a la creación de lo que los padres fundadores de la moderna Europa soñaron después de la Segunda Guerra Mundial: los Estados Unidos de Europa24.





 En 2007, el entonces presidente de la Comisión y luego secretario general de la ONU, José Manuel Barroso, declaraba:


 

“Somos una construcción única en la historia de la humanidad. A veces me gusta comparar la UE en cuanto creación con la construcción de un Imperio. Tenemos las dimensiones de un Imperio… Lo que tenemos es el primer Imperio no imperial”25.





 La actual (desde finales de 2019) presidenta de la Comisión Europea, Von del Leyen, declaró en 2011: “Mi objetivo son los Estados Unidos de Europa, según el modelo de Estados federales como Suiza, Alemania o Estados Unidos”26. El ministro de Economía y Finanzas de Francia, Bruno Le Maire, en una amplia entrevista al principal periódico económico alemán, Handelsblatt27, en noviembre de 2018: “Europa debe convertirse en un imperio”, frase que el periódico escoge como titular de la entrevista. Martin Schultz, expresidente del Parlamento Europeo declaró en diciembre de 2017, cuando todavía era presidente del Partido Socialdemócrata Alemán y dirigiéndose al Congreso del partido: “Quiero que haya un tratado que cree una Europa federal” para antes de 2025, añadiendo:“ Este tratado constitucional se deberá presentar a los Estados miembros y quienes no lo aprueben tendrán que abandonar automáticamente la UE”28. Es decir, quien no se vaya en ese momento, ya no podrá irse voluntariamente. O tal como lo proclama constantemente Guy Verhofstadt29, ex primer ministro belga, representante del Parlamento Europeo en la negociación UE-UK para acordar las condiciones de salida de este país de la UE: “El orden mundial del mañana no es un orden mundial basado en naciones Estado, en países, sino un orden mundial basado en imperios”30. Emmanuel Macron al Parlamento Europeo el 17 de abril de 2018: “Ante los grandes trastornos del mundo, necesitamos una soberanía mayor que la nuestra, complementaria, una soberanía europea”31. O los grandes medios: “Soberanismo y Europa son dos ideas radicalmente contrapuestas… Hoy la actitud absolutista ha tomado otra forma y otro lenguaje: soberanía” (editorial del director del Corriere della Sera a raíz de las últimas elecciones al Parlamento Europeo)32. 


Pero no son sólo declaraciones. En marzo de 2012, 25 países de la UE, entre ellos España, firmaron el llamado Tratado de Estabilidad, Coordinación y Gobernanza en la Unión Económica y Monetaria, pacto que ya ha sido ratificado por once países y que los impulsores de la Europa federal quieren que se incorpore a los Tratados de la UE. En el informe de los cinco presidentes33 –llamado así por haber sido elaborado en 2015 por el presidente de la Comisión Europea, en estrecha cooperación con el presidente de la Cumbre del Euro, el presidente del Eurogrupo, el presidente del Banco Central Europeo y el presidente del Parlamento Europeo–, ya plantea la estrategia para alcanzar lo que llaman la “unión fiscal” para ser puesta en marcha antes de 2025. En este mismo informe se declara, por si había alguna duda, que “el euro no es solo una moneda. Su introducción representa un proyecto político y económico”.


Último avance importante en este objetivo federalista, o como aquí se sostiene, en esta dinámica imperial, es el plan presentado por el presidente de la Comisión, Jean-Claude Juncker, para que antes de 2025 la UE tenga un ejército “plenamente operativo”, plan que ya está en marcha y cuenta con dotación presupuestaria, lo que pone en sordina la opinión de Barroso de que la UE es un imperio no imperial. Este proyecto de creación del ejército europeo cuenta con el entusiasta apoyo del presidente de Francia, única potencia nuclear de la UE tras la salida del Reino Unido, quien en noviembre de 2018 llamaba a la creación de un ejército “europeo real para proteger el continente de Rusia, China e incluso de los Estados Unidos de América”34. El 7 de octubre de 2019, Josep Borrell, Alto Representante de la Unión para Asuntos Exteriores y Política de Seguridad y vice-presidente de la Comisión que preside la exministra de Defensa alemana, Von del Leyen, hizo la siguiente declaración ante el Parlamento Europeo:




Tenemos que reforzar el papel internacional del euro y aumentar nuestra capacidad de actuación militar. Para resumirlo en una sola frase: la Unión Europea tiene que aprender el uso del lenguaje de la fuerza … Tenemos que ser más operativos sobre el terreno… Vamos a ser capaces de desplegar cincuenta o sesenta mil tropas sobre el terreno35.





* * *


Con independencia de cómo se quiera calificar el carácter actual y el proyecto político de la UE, lo cierto es que ésta ya ha absorbido una buena parte del poder y soberanía de los Estados que en su día firmaron con ella un acuerdo que parecía solo comercial. Según la página oficial del Consejo36, “el procedimiento legislativo ordinario, también llamado «de codecisión», se utiliza para cerca de 85 ámbitos de actuación de la UE, desde la lucha contra la discriminación hasta la política de inmigración”. Esos ámbitos de actuación son los que la UE ha absorbido todas o parte de las atribuciones soberanas de los Estados miembros, lo que incluye, entre otras: aduanas; competencia; política monetaria; conservación de recursos naturales; política comercial; celebración de acuerdos internacionales; mercado interior; política social; cohesión económica, social y territorial; agricultura y pesca; protección de los consumidores; medio ambiente; transportes; energía; derechos de los ciudadanos, emigrantes y extranjeros; salud pública; investigación, desarrollo tecnológico y espacio; cooperación para el desarrollo y ayuda humanitaria; salud humana; industria; cultura; turismo; educación, formación profesional, juventud y deporte; protección civil; políticas económicas; empleo; políticas sociales; política exterior; defensa … y un largo etcétera.


Además, el frenesí normativo de la UE para ocupar lo más rápida y ampliamente posible sus ámbitos de actuación es apabullante. Conforme a un estudio realizado en 2013 por AALEP37 recorriendo la base de datos Eur-Lex, desde 1957 la UE había producido 666.879 páginas de normas, siguiendo activas en 2013 del orden de 170.000 páginas, de las cuales más de 100.000 se habrían producido entre 2003 y 2013. Actualmente, y según la Comisión, el llamado acervo comunitario, es decir, el conjunto normativo vigente en la UE  “comprende no menos de 130.000 páginas”38. Nada mejor para hacerse una idea de la gigantesca extensión de la normativa en vigor creada por la UE que echar un vistazo al repertorio de actos jurídicos de EUR-lex que muestra toda la legislación vigente39.


A la absorción de poder de la UE se corresponde una pérdida de poder de los Estados y con ello un gran desconcierto de la ciudadanía e incluso de la clase política. La prensa y los propios políticos desconocen hasta qué punto la vida privada, la actividad económica y comercial y las instituciones públicas están condicionadas por decisiones de la UE cuya existencia y justificación desconocen. Ello es debido, entre otras razones, a que la normativa europea viene camuflada en las normas legales nacionales que son, en realidad, meras trasposiciones de lo ordenado por las directivas de la UE. ¿Cuántas normas legales aprobadas en las Cortes Generales y Parlamentos autonómicos, así como reglamentos administrativos aprobados por el Gobierno de la nación o los autonómicos son el resultado de una orden de la UE? En 1988, cuando era presidente de la Comisión, Jacques Delors predijo que en diez años el 80 por ciento de la legislación económica, y quizás de la fiscal y social, de los países tendría su origen en la UE, y desde entonces la UE ha adquirido competencia en muchas más áreas.


La biblioteca del Parlamento británico realizó un estudio40 en 2010 tratando de cuantificar el impacto de las normativas de la UE en las normas legales nacionales y en el proceso político de toma de decisiones, llegando a la conclusión de que no es posible cuantificar ese impacto en la vida de los ciudadanos y las empresas de forma precisa, más allá de una estimación  entre el 15% y el 50%. El Gobierno británico cuantificaba ese impacto en el ámbito concreto de la economía en el 50%. El grupo de estudios Open Europa llegó también a la conclusión en 2010 de que era prácticamente imposible establecer un porcentaje de normas que tienen su origen en una u otra medida en la UE, pero que evaluar el impacto de las normas de la UE en el día a día de las empresas y los individuos sí es posible, ya que el Gobierno inglés realiza desde 1988 una evaluación del impacto en la economía de las normas regulatorias que se proponen. Tras examinar 2.300 evaluaciones de impacto llegó a la conclusión de que desde 1998 el coste que las regulaciones había impuesto a la economía era de 176.000 millones de libras, procediendo el 71% de esas regulaciones de la UE, lo que significaba que a cada familia le había costado una media de 4.912 libras. El 80% de la normativa sobre agricultura, medio ambiente y alimentación proviene de la UE.


No es sólo la abundancia de normas, sino el nivel de meticuloso intervencionismo hasta en el más nimio detalle de la vida económica. Con frecuencia los pequeños detalles son excelentes indicadores de aspectos más profundos, como los síntomas lo son de las enfermedades o una pequeña grieta en la pared puede ser indicador de una deficiencia estructural del edificio. Algunos ejemplos entre miles de ellos: los plátanos y los pepinos no pueden sobrepasar cierta curvatura; prohibición de incluir en las etiquetas de botellas de agua que el agua previene la deshidratación; limitación del poder calorífico de los hornos; prohibición de aspiradoras con potencia superior a 1.600 W a partir de 2014 y 900 W a partir de septiembre de 2017; prohibición de las bombillas incandescentes.


 De carácter antidemocrático


El imperio UE, como cualquier otro imperio, no es democrático ni puede serlo. Pero para justificar este aserto, primero debemos convenir en el significado de términos como democracia política, libertades ciudadanas, gobierno con el consentimiento de los gobernados, imperio de la ley, división y equilibrio de poderes, independencia de la justicia, igualdad ante la ley, soberanía popular… y todos esos atributos que constituyen los fundamentos políticos y filosóficos de la civilización occidental. Con frecuencia los sistemas constitucionales que se atienen a dichos principios y otros conexos se les denomina democracias liberales, como contraposición al término democracias populares, que es como se denominaron y se denominan en la actualidad a sí mismas los Estados comunistas. Si bien el término puede ser algo equívoco, especialmente debido al diferente significado del término “liberal” en Europa y en Estados Unidos, lo usaremos aquí para abreviar.


Por democracia liberal entiendo un sistema político donde las relaciones del poder con los ciudadanos y de éstos con el poder están bien delimitadas por las leyes; que el poder público es ejercido por tres ramas de gobierno con funciones claramente diferenciadas: el ejecutivo, el legislativo y el judicial; que cada una de esas ramas ejerce un cierto tipo de control o influencia en las otras para, entre otras cosas, evitar que una de ellas subyugue a las otras dos; que todas las ramas del gobierno deben actuar conforme a las leyes; que el origen de la soberanía y donde ésta reside en última instancia es en la ciudadanía; que esa soberanía la ejerce la ciudadanía mediante elecciones libres y regulares del ejecutivo y del legislativo o bien a un legislativo que a su vez elige el ejecutivo; que la regla general de la solución de conflictos políticos es la mayoría; que los ciudadanos tienen derecho a pensar libremente y a decir lo que piensan en el foro público; que los ciudadanos tienen los medios para expresar públicamente su desagrado o apoyo a cualquier rama del gobierno; que la acción del Gobierno busca y promueve el consentimiento de los ciudadanos y actúa en el interés de éstos. Y que cada ciudadano tiene derechos inalienables frente al Gobierno y los demás ciudadanos de los que no puede ser despojado por decisiones ni siquiera mayoritarias de otros.


De estas características, y cualesquiera otras conexas, participan sistemas constitucionales diferentes: monarquías parlamentarias, repúblicas presidencialistas en donde el ejecutivo es elegido directamente por la población, repúblicas parlamentaristas, donde el Ejecutivo es elegido por el Parlamento; sistemas distintos en el diseño de la intervención del legislativo y del ejecutivo en el nombramiento de los jueces, etc. Pero en todos ellos, la ciudadanía ostenta la soberanía, puede elegir o echar al ejecutivo y al legislativo y puede, si las decisiones teñidas de política de los jueces no le gustan, cambiar las leyes y amarrar indubitablemente su sentido para que éstos no puedan interpretarlas de forma distinta a lo pretendido por la ley aprobada por los representantes elegidos por la ciudadanía. En una democracia liberal, la ciudadanía, por muy intrincado que sea el proceso político y legal, tiene siempre la última palabra, puede echar al Gobierno y cambiar las leyes.


La UE, por el contrario, nos impide cambiar una enorme cantidad de normas que nos gobiernan. Leyes que se imponen a los ciudadanos las deciden políticos de otros países que ni podemos elegir ni podemos despedir. Podemos dirigir nuestra rabia contra los políticos elegidos de nuestro país, pero cualquiera que sea el Gobierno en la Moncloa no puede quitar o reducir el IVA normal por debajo del 15%, o ayudar un sector industrial necesitado y estratégico, o deportar individuos que no deberían estar en el país. La pertenencia a la UE significa, por tanto, una enorme pérdida del poder político de los ciudadanos. El derecho a elegir a quienes nos gobiernan y de cambiar las leyes que no nos gustan lo recuperamos los españoles a finales de los años setenta del siglo pasado, empezamos a perderlo en la década siguiente, y lo perdimos por completo, y tal vez de forma definitiva, en los años noventa. Ese proceso de expropiación se ha llevado a cabo sin mayor oposición porque, después de todo, ningún sistema legal de democracia liberal se mantiene en lo esencial durante mucho tiempo si la clase política que lo dirige no aprecia la soberanía del pueblo sobre el territorio que habita como un precioso patrimonio que debe mantener y trasmitir a las siguientes generaciones.


El europeísmo acepta que existe falta de democracia en las instituciones y en los procedimientos de toma de decisiones en la UE, pero le llama déficit democrático, queriendo remarcar con ese término que la ausencia de democracia es pequeña y transitoria y que al final la UE tendrá un sistema y un funcionamiento tan democrático como Estados Unidos o Alemania. Pero ese déficit no es transitorio, sino consustancial al diseño supranacional. No es fácil de vislumbrar en el fárrago y maraña de los tratados hasta qué punto la UE es antidemocrática y se encuentra regida por una burocracia que apenas nadie controla. Echemos una rápida ojeada a sus instituciones fundamentales.


 El Consejo Europeo


Lo componen los jefes de Estado o de Gobierno de los Estados miembros, el presidente de la Comisión y un presidente del Consejo. Se reúne cada tres meses en una especie de cumbre. No tiene funciones ejecutivas ni legislativas41, solo de orientación política general. Su función más importante es la elección del presidente de la Comisión que ha de ratificar el Parlamento Europeo (PE). Las orientaciones políticas ha de adoptarlas por consenso (unanimidad), lo que asegura que éstas sean textos vagos elaborados por la Comisión, trufados de palabras clave que sólo ésta y algunos miembros influyentes conocen su verdadero significado.


El sistema de mayorías cualificadas que se aplica tanto al Consejo Europeo como al Consejo (diversos consejos de ministros del ramo) es complicado42. Si la propuesta a votación proviene de la Comisión, se requiere un mínimo de votos favorable de al menos el 55% de los miembros y que sus Estados contengan al menos el 65% de la población de la UE. Si la propuesta no proviene de la Comisión, se necesita el 72 % de los miembros del Consejo cuyos Estados tengan al menos el 65% de la población. La minoría de bloqueo (art. 238.3. a) requiere el voto de miembros que cuenten con al menos el 35% de la población, más cualquier otro país. Esto significa en la práctica que Francia y Alemania, que a partir de la salida del Reino Unido cuenta con el 35% de la población, más cualquier otro país, cualquiera que sea su población, como Luxemburgo (0,12% de la población de la UE), o Malta (0,09%), etc., tienen derecho de veto de cualquier resolución que adopte el Consejo o el Consejo Europeo; eso quiere decir también que cualquier resolución que se adopte contra los intereses de esos dos países no tiene ninguna posibilidad de prosperar. Otro ejemplo: los once países excomunistas de la UE no podrían impedir que acuerdos manifiestamente contrarios a sus intereses fueran aprobados.


No es de extrañar, por tanto, que sean notoria y abiertamente Francia y Alemania los países que, mediante discretas conversaciones determinen los puestos clave y la dirección política y económica de la UE. O, expresado con otras palabras, estos dos son los países que de hecho y de derecho hacen que la UE sirva de una u otra forma a sus propios intereses nacionales.


 El Consejo de la Unión Europea


O simplemente, el Consejo. En realidad, hay muchos Consejos pues, dependiendo del asunto a tratar, lo componen los ministros competentes de cada país. Cada ministro tiene competencia para actuar en nombre del Gobierno al que pertenece. Aunque tiene una función legislativa compartida con el Parlamento Europeo (PE), sólo actúa sobre normas propuestas por la Comisión. Si pretende hacer modificaciones a la posición de la Comisión en el proceso de discusión con el Parlamento (art. 294.9 de la versión consolidada del Tratado de Funcionamiento), debe hacerlo por unanimidad, lo cual es prácticamente imposible43. No sólo eso, sino que ni siquiera puede exigirle a la Comisión que le haga propuestas o estudios específicos, ya que la Comisión puede decidir no seguir sus peticiones.


 La Comisión


Es el órgano central de la UE. Ostenta un poder casi absoluto. No sólo disfruta de todo el poder ejecutivo en la UE, sino también la parte esencial del legislativo, pues sólo ella tiene iniciativa legislativa. Es decir, la UE solo puede adoptar las normas que la Comisión quiere y propone44. La Comisión no responde ni ante el Consejo Europeo ni ante los Consejos de ministros. Es más, los tratados declaran enfáticamente que “La Comisión ejercerá sus responsabilidades con plena independencia”. Además de disfrutar del monopolio de la iniciativa legislativa, la Comisión ejerce un férreo control de todo el proceso legislativo de codecisión entre el Consejo y el Parlamento, hasta el punto de que si las modificaciones que pueda hacer el Consejo y el PE a las normas que propone no le gustan, puede retirar la propuesta normativa45. 


Los miembros de la Comisión, más o menos un comisario por país, son propuestos por el Consejo Europeo de acuerdo con el presidente de la Comisión. Es el presidente de la Comisión el que le asigna el puesto dentro de la Comisión. Es decir, ni siquiera los Gobiernos pueden designar el comisario que les corresponda si no está de acuerdo el presidente de la Comisión, llegándose al caso de comisarios que critican abierta y ácidamente el Gobierno de su país46.


 Parlamento Europeo


Se elige por sufragio universal, pero no es soberano. Participa junto a los Consejos de Ministros en el proceso legislativo, pero no tiene iniciativa legislativa. Nombra al presidente de la Comisión, pero sólo puede votar el nombre que le propone el Consejo Europeo; puede aprobar una moción de censura contra la Comisión, pero solo por mayoría de dos tercios de los presentes en la votación y que sean al menos la mitad de la Cámara. Ni siquiera puede enmendar las iniciativas legislativas de la Comisión si no es con el acuerdo del Consejo, y este último, para aceptar las enmiendas del Parlamento que cuenten con informe negativo de la Comisión, requiere adoptar tal decisión por unanimidad47.


Para encontrar un parlamento que no tenga iniciativa legislativa habría que remontarse a las cartas otorgadas de las monarquías absolutas, la última de las cuales en España es el Estatuto Real de 1834.


 El Consejo de Europa


Aunque no forma parte de la Unión Europea, está íntimamente relacionado con ella. Se creó en 1949, al inicio de la Guerra Fría, como institución promotora de los valores del mundo libre frente al comunismo del imperio soviético. Lo fundaron diez países, Bélgica, Dinamarca, Francia, Holanda, Irlanda, Italia, Luxemburgo, Noruega, Reino Unido y Suecia, y al poco se unieron Grecia y Turquía. O sea, básicamente los mismos miembros que la OTAN de entonces. Tras la desmembración del imperio soviético, se incorporaron al Consejo de Europa todos los países del este europeo salvo Bielorrusia. La UE y el Consejo de Europa tienen escudos y banderas prácticamente idénticas –círculo de estrellas doradas sobre fondo azul– y nombres difíciles de distinguir –Consejo Europeo y Consejo de Europa–; además, ambos comparten con la ONU el objetivo de fortalecer su poder apoyándose en la definición-interpretación-ampliación-aplicación-ejecución de derechos humanos y otros principios generales. Su Tribunal Europeo de Derechos Humanos (TEDH) es la punta de la justicia supranacional de los derechos humanos en Europa. El nivel de desconocimiento popular del funcionamiento e incluso existencia de esta institución es poco menos que absoluto.




 El desprecio del interés nacional


Si no hay un pueblo político europeo, ¿qué intereses defiende la UE? Los intereses de un proyecto imperial que no puede ser otra cosa que un proyecto ideológico, ya que no de conquista militar. ¿Y cómo se formulan políticamente esos intereses? Mediante descripciones de objetivos históricos grandiosos y la apelación al sentimentalismo y la compasión. A primera vista, pudiera parecer que esa moralización es algo positivo, pues alejaría al poder de la frialdad de la razón de Estado, de la crueldad, de los horrores del pasado y ese tipo de cosas. A primera vista pareciera que esa es la gran aportación del globalismo y de su paladín, la UE, y que ese enfoque es la gran aportación de la ideología de los derechos humanos o humanitarista, ideología que trato con más detalle en otro capítulo. Pero ¿qué es en realidad la moralización de la política?


Para empezar, no es ninguna novedad, sino todo lo contrario. La teoría política medieval se basaba en la idea de que la legitimidad del imperio provenía de asumir el papel de paladín de la cristiandad. Es decir, la legitimidad del poder, especialmente el imperial, dependía de que fuera defensor e impulsor de un universo moral que pocos en aquella época dudaban que fuera compasivo y elevado. Pero, la moral, como define la RAE, es algo “que concierne al fuero interno o al respeto humano, y no al orden jurídico”. La moralización de la política se entiende aquí como la transferencia al orden político y legal de particulares criterios de bondad anteriormente sólo aplicables al ámbito de lo privado y, por tanto, sólo juzgados, desde un punto de vista moral, no legal. O, dicho de otra forma, la moralización de la política es la tendencia a convertir los pecados del alma en delitos. La moralización de la política desdibuja los límites de lo público y lo privado, lo que siempre ha sido un recurso de los totalitarios para justificar una intervención sin límites en la vida privada y los pensamientos de los ciudadanos. Un ejemplo palmario es la prohibición de odiar instaurada por la UE, prohibición que tiende a convertir la virtud teologal del amor en obligación legal. Parece bonito o estúpido, según se mire, pero en realidad es coherente con una pretensión despótica de destripar y deshuesar la libertad de expresión de los ciudadanos.


Una de las grandes contribuciones de la democracia liberal fue rebajar los humos moralizantes del poder al tratar siempre de establecer unas líneas divisorias lo más claras posibles entre lo público y lo privado, lo que a su vez tiende a centrar el debate político en cuestiones más prosaicas y concretas, más apegadas a los intereses concretos de los ciudadanos. La moralización del debate político convierte la discusión de los problemas concretos en una competición para ver quién parece más bueno y crea un ambiente dogmático en el que los baremos para juzgar la acción política se circunscriben al nivel de acercamiento o lejanía con el dogma en sí, no con los efectos reales de la acción del gobernante sobre los gobernados.


El interés nacional –el interés de los nacionales, el interés del pueblo soberano–, es un interés particular, aunque se supone compartido por muchos, y, como criterio para juzgar y orientar la acción política, es un criterio práctico, no dogmático. No existe ni puede existir una expresión fija de lo que pueda ser en cada momento el interés nacional, pero sabemos que, en última instancia, el único juez para determinar qué sea en cada momento ese interés sólo puede ser la Nación. El interés nacional como concepto político es insustituible porque permite una referencia a la que acudir tanto para formular y ejecutar la acción del gobierno, como para juzgarla. Es una referencia política en sí misma gracias a que es egoísta, pues se refiere al interés de una nación concreta, no de otras naciones, ni del hombre como especie, ni del planeta. En nuestros tratos con otros, los individuos generalmente sabemos distinguir lo que nos conviene de lo que no nos conviene, y aunque a menudo nos equivocamos, al menos sabemos a posteriori en qué fallamos a la hora de definir, defender o perseguir nuestro propio interés. El interés nacional atribuye al pueblo de una nación un arma insustituible en su relación con sus gobernantes, pues le permite reclamar a estos la defensa de esos intereses y atribuye al pueblo un poder enorme sobre las instituciones democráticas, a las que puede considerar con bastante fundamento que existen para defender su interés como pueblo. Y esa es la gran diferencia entre las instituciones democráticas de naciones soberanas y el gobierno supranacional, pues como ya se ha comentado antes, el supranacionalismo carece de pueblo soberano que pueda formular, reformular y defender lo que en cada momento considere su interés.
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